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INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPARLAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA SOBRE EL PROYECTO DE ACUERDO APROBATORIO DE LA "CONVENCION QUE ESTABLECE UN CONSEJO DE COOPERACION ADUANERA".





HONORABLE CAMARA:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio del tratado internacional denominado "Convención que establece un Consejo de Cooperación Aduanera", firmado en Bruselas, el 15 de diciembre de 1950, sometido a la consideración de la H. Corporación en primer trámite constitucional.





I.	ANTECEDENTES GENERALES RELACIONADOS CON LA CONVENCION EN TRAMITE.





1. La convención que instituyó el Consejo de Cooperación Aduanera fue originalmente suscrita por trece países europeos: Alemania, Bélgica, Dinamarca, Francia, Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Grecia, Islandia, Italia, Luxemburgo, Noruega, Países Bajos, Portugal y Suecia.





E1 propósito que los movió a suscribir este instrumento fue el de asegurar el más alto grado de armonía y uniformidad en sus sistemas aduaneros y, en especial, el de estudiar los problemas inherentes al desarrollo y perfeccionamiento de la técnica aduanera y de la legislación aduanera relacionada con ellos.





E1 10 de marzo de 1993, ya eran 126 los Estados que se habían hecho Partes de esta convención, comprendido Chile entre ellos.





2. En el estudio que vuestra Comisión hizo de esta convención, participaron el Jefe del Departamento de Estudios de la Dirección Nacional de Aduanas, señor Patricio Layera, y el Jefe del Departamento Técnico de esa misma Dirección, señor Humberto León, quienes, en lo sustancial, proporcionaron los siguientes antecedentes sobre el Consejo de Cooperación Aduanera de Bruselas.





Señalaron, entre otros antecedentes, que, en el desarrollo de sus objetivos, el Consejo toma en  consideración factores económicos y técnicos básicos para todo sistema aduanero, así como propende a garantizar que los procedimientos aduaneros no constituyan barreras administrativas que dificulten el comercio internacional, conforme a los principios orientadores que establece el artículo VII del Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT).





Informaron que el Consejo de Cooperación Aduanera concreta sus actividades, entre otros medios, a través de convenios aduaneros, recomendaciones, resoluciones, pautas, módulos de capacitación.





De esta normativa, nuestro país adoptó, originalmente, la Nomenclatura Arancelaria de Bruselas (N.A.B.); posteriormente, la Nomenclatura del Consejo de Cooperación Aduanera (N.C.C.A.), y, actualmente, aplica, en su Arancel Aduanero, desde el 1 de enero de 1990, el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, conforme lo dispuesto por el decreto con fuerza de ley NQ 2, de 1989.





Agregaron que la simplificación de los procedimientos aduaneros iniciada en nuestro país en 1979 y mantenida hasta la fecha, ha estado basada en criterios definidos por el Consejo de Cooperación Aduanera, lo que ha facilitado el desarrollo de nuestro comercio exterior, poniéndolo a la vanguardia de las legislaciones aduaneras en América Latina.





Por otra parte, cabe recordar que la ley N° 18.525, que establece normas sobre importación de mercancías al país, dispone, en su artículo 3°, que las notas explicativas de la nomenclatura aduanera redactadas o que se redacten por el Consejo de Cooperación Aduanera de Bruselas deben ser utilizadas en el país en la interpretación del Arancel Aduanero.





Por último, es oportuno destacar que, en noviembre de 1993, el Consejo de Cooperación Aduanera instaló, en el Servicio de Aduanas de Chile, la Oficina Regional de Coordinación de Inteligencia (RIZO), cuyo objetivo es centralizar la información en materia de ilícitos aduaneros. Esto, porque el Consejo ha centrado sus esfuerzos, en el último tiempo, en el análisis del fraude aduanero; en especial, en lo relativo al fraude comercial y al tráfico ilícito de substancias controladas (tráfico de drogas).





II.- RESEÑA DE LA CONVENCION CONSTITUTIVA DEL CONSEJO DE COOPERACION ADUANERA.





La Convención, cuya copia se adjunta al final de este informe, consta de 20 artículos que regulan, principalmente, la integración, funciones, estructura y estatuto del Consejo, y las obligaciones generales de sus Estados miembros.





E1 anexo de la Convención contempla, en sus diez artículos, las normas relativas a la personalidad jurídica del Consejo y a los privilegios e inmunidades que se otorgan a favor de sus bienes, locales, archivos y comunicaciones: de los representantes de los Estados miembros y de los funcionarios y expertos del Consejo.





Lo sustancial de lo dispuesto en estas materias se indica a continuación:





a) La integración del Consejo. Cada Estado miembro tiene derecho a estar representado en el Consejo por un delegado y uno o más suplentes, quienes podrán recibir la ayuda de asesores durante el ejercicio de su mandato (letra c) del artículo II).





Cada Estado miembro tiene derecho a un voto y el Consejo adopta sus decisiones por la mayoría de dos tercios de los miembros (artículo VIII).





b) Las funciones del Consejo. Ellas consisten, principalmente, en:


� Estudiar todas las materias relacionadas con la cooperación aduanera entre las Partes contratantes:


� Examinar los aspectos técnicos y los factores económicos de los sistemas aduaneros, para lograr el más alto grado de armonía y uniformidad;





� Elaborar convenciones en mate�rias aduaneras sometidas a su estudio, en particular las que conciernan a la Nomenclatura para la Clasificación de Mercaderías en los Aranceles Aduaneros y la Valoración Aduanera de Mercaderías, y recomendar su adopción, interpretación y aplicación uniformes por las Partes contratantes:





� Formular recomendaciones para la solución de controversias entre las Partes contratantes sobre la interpretación y aplicación de la normativa elaborada por el Consejo.





� Proporcionar información o ase�soría acerca de materias aduaneras a los Gobiernos interesados y formular recomendaciones al respecto.





A propósito, cabe puntualizar que el poder normativo del Consejo no es vinculante para sus Estados miembros, ya que, como lo acabamos de ver, sólo le compete formular recomendaciones que los Gobiernos son soberanos para adoptar o declinar.





c) La estructura del Consejo. Para el ejercicio de sus funciones, cuenta, por mandato de la Convención, de un Comité Técnico Permanente y de una Secretaría General (artículo V).





Además, se le facultó para establecer un Comité de la Nomenclatura referente a la Clasificación de Mercaderías en los Aranceles Aduaneros y un Comité de Valoración Aduanera de Mercaderías (letra c) del artículo VI).





En el ejercicio de las facultades que le ha conferido la convención, el Consejo ha constituido el Comité de la Lucha contra el Fraude y el Comité del Sistema Armonizado.





Los especialistas afirman que uno de los logros más significativos del Consejo, desde su creación, ha sido el desarrollo del Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías, que entró en vigencia el 1 de enero de 1988. Este Sistema comprende más de 5.000 grupos de mercancías identificadas por medio de un código de seis cifras, así como las definiciones y reglas necesarias para su aplicación uniforme. En el plazo de cuatro años, ha sido adoptado por más de cien países, que representan más del 90% del comercio mundial, lo que lo convierte en la primera nomenclatura internacional de mercancías actualmente vigente. Como se ha expresado en los antecedentes, este sistema se aplica en nuestro Arancel Aduanero.





d) Las obligaciones de los Estados miembros. La primera es la de proporcionar al Consejo cualquier información y documentación necesaria para el cumplimiento de sus funciones, a menos que la solicitada tenga el carácter de confidencial y cuya divulgación sea contraria a la aplicación de sus leyes, a su interés público o a los legítimos intereses comerciales de cualquier empresa, pública o privada (artículo IV).





La segunda es la de sufragar los gastos de su delegación en las reuniones del Consejo y la contribución anual al presupuesto de esta organización internacional, so pena de ser suspendido de sus derechos de voto en el Consejo si el pago no se efectúa dentro de tres meses de haber sido requerido (artículo XII).





e) E1 estatuto del Consejo. Esta organización disfrutará, en el territorio de cada uno de sus Estados miembros, de la personería jurídica necesaria para el ejercicio de sus funciones, según lo define el anexo de la Convención.





Además, el Consejo, los representantes de los Estados miembros, los asesores y expertos designados para ayudarlos y los funcionarios del Consejo disfrutarán de los privilegios e inmunidades que especifica el anexo (artículo XIII).





La personería jurídica que se confiere al Consejo en el anexo es de derecho interno, lo que le permite contratar, adquirir y disponer de bienes y entablar procedimientos legales (artículo II del anexo).





Los bienes, fondos y activos del Consejo gozarán de inmunidad judicial, a menos que renuncie a ella, y de inmunidad de registro, requisición, confiscación, expropiación y de cualquier otra forma de interferencia, ya sea por acción ejecutiva, adminis�trativa, judicial o legislativa (secciones 3 y 4 del anexo).





Sus archivos y documentación serán inviolables, dondequiera que estén situados (sección 5 del anexo).





E1 Consejo, sus activos, ingresos y otros bienes, lo mismo que sus funcionarios, gozarán de las exenciones tributarias y arancelarias que ordinariamente se reconocen a favor de las organizaciones internacionales (secciones 8, 9 y 17 del anexo).





E1 tratamiento que se otorga a las comunicaciones del Consejo; a los representantes de los Estados miembros; a los funcionarios y expertos del Consejo, entre otras materias, a propósito de inmunidades personales, la inviolabilidad de sus escritos y documentos, el derecho a utilizar códigos en su correspondencia y las facilidades de inmigración y monetarias, son igualmente comunes, en contenido y alcance, a las que se contemplan en los estatutos de la generalidad de las organizaciones internacionales, como ocurre, por ejemplo, con las otorgadas por Chile a los organismos especializados de las Naciones Unidas y, en especial, a la Comisión Económica de las Naciones Unidas para América Latina y el Caribe.





De las cláusulas finales de la Convención, cabe señalar las del artículo XVIII, que la declara sujeta abierta a la adhesión de cualquier Estado que no sea signatario, y la del artículo XIX, que determina que su duración, o vigencia, será ilimitada.





E1 mensaje del Presidente de la República señala que nuestro país depositó su instrumento de adhesión el 1 de julio de 1966, por lo que este tratado rige internacionalmente para Chile desde hace veintisiete años, no obstante que, por razones de índole administrativa, la Convención no ha sido incorporada al orden jurídico interno, siendo de la más alta utilidad cumplir con dicha incorporación, la que se ve corroborada con los antecedentes de derecho y de hecho que se proporcionan en este informe.





Para tales efectos, es indispensable que el Congreso Nacional le preste su aprobación, conforme a los procedimientos que la Constitución Política ha establecido en sus artículos 32, N° 17, y 50, N° 1, para la sanción legislativa de los tratados internacionales.





III. DECISIONES DE LA COMISION.





Concluido el examen de la Convención, y puesto en votación el proyecto de acuerdo, vuestra Comisión lo aprobó, por unanimidad, con modificaciones formales de menor importancia en su artículo único, las que se salvan en el texto que os propone a continuación:





"Artículo único.� Apruébase la "Convención que establece un Consejo de Cooperación Aduanera", adoptada en Bruselas, el 15 de diciembre de 1950."





Diputado Informante se designó, por unanimidad, a la H. Diputada señora EVELYN MATTHEI FORNET.





IV. CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.





Para los efectos de los N°s. 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la H. Corporación, se hace constar que la Convención en trámite de aprobación no contiene normas que incidan en materias propias de leyes orgánico-constitucionales o de quórum calificado, y que el artículo XII de la Convención, y las secciones 8, 9 y 17 del anexo deben ser conocidas por la Comisión de Hacienda en razón de los gastos que ellas imponen al Estado y de las exenciones tributarias y arancelarias que contemplan.





Acordado en sesiones de los días 31 de mayo y 14 de junio de 1994, con asistencia de los señores Diputados Pizarro Soto, don Jorge (Presidente de la Comisión); Dupré Silva, don Carlos; Fuentealba Vildósola, don Renán; Jocelyn-Holt Letelier, don Tomás; Matthei Fornet, doña Evelyn; Munizaga Rodríguez, don Eugenio; Soria Macchiavello, don Jorge, y Valcarce Medina, don Carlos.





SALA DE LA COMISION, a 14 de junio de 1994.





FEDERICOVALLEJOS DE LA BARRA


            Secretario de la Comisión


